ACCIÓN DE TUTELA PRIMERA INSTANCIA 

RADICACIÓN: 66001 01 22 04 003 2019 00085
ACCIONANTE: LINA MARÍA GARCÍA TORIJANO  

ACCIONADO: FISCALIA 52 SECCIONAL DE PEREIRA 

ASUNTO: IMPROCEDENTE - CONCEDE UN DERECHO

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / ENTREGA DE AUTOMOTOR INCAUTADO EN PROCESO PENAL / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / EL ASUNTO DEBE TRAMITARSE Y DECIDIRSE DENTRO DE DICHO PROCESO / DERECHO DE PETICIÓN / LA RESPUESTA DEBE SER CONCRETA, OPORTUNA Y DE FONDO.
… esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.  “La subsidiariedad implica agotar previamente los medios de defensa legalmente disponibles al efecto, pues la acción de tutela no puede desplazar los mecanismos judiciales previstos en la regulación ordinaria.” (…)
… esta Sala encuentra que el asunto puesto en conocimiento de la señora Lina María García Torijano es un debate jurídico que no se ajusta a lo establecido por la Corte Constitucional respecto de la exigencia de procedencia de la acción de tutela, toda vez que la entrega de la motocicleta de placa FPN-96D amerita un análisis detallado dentro del proceso de extinción del derecho de dominio que tramita la Fiscalía demandada de esta ciudad… 

Significa entonces que la accionante cuenta con otro mecanismo de defensa judicial para solicitar la devolución del bien que adquirió, el cual se encuentra en trámite de extinción de dominio. (…)
Ahora bien, en lo que respecta al derecho de petición presentado por la señora García Torijano en la Fiscalía accionada… por medio del cual solicitó la entrega del vehículo motocicleta con placa FPN-96D… esta Sala considera que aun cuando la Delegada de la Fiscalía demandada informó que personalmente le contestó a la accionante sobre las inquietudes plasmadas en tal escrito, debe tenerse en cuenta que para garantizar la materialización del derecho fundamental de petición, la autoridad encargada de dar respuesta debe acreditar que la respuesta emitida se dio oportunamente, que fue emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico, que lo resuelto fue de fondo, es decir, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veintiuno (21) de junio de dos mil diecinueve (2019)

Aprobado por Acta No.574
Hora: 2:50 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver en primera instancia la acción de tutela presentada por la señora Lina María García Torijano en contra de la Fiscalía 52 Delegada ante los Jueces Penales del Circuito Especializados de Extinción del Derecho del  Dominio por considerar vulnerado su derecho fundamental al debido proceso. 
2. RESUMEN DE ANTECEDENTES 
2.1. La señora Lina María García Torijano narró que el 20 de enero de 2017 compró a la señora Idalia Quintero Cortés, una motocicleta marca Yamaha, color blanco-rojo, modelo 2015, placa FPN 96D, por valor de $4.500.000, mediante contrato de compraventa.  El 4 de enero de 2019, dicha motocicleta fue incautada en Armenia al señor Jorge Enrique Echeverry Rojas, por la Policía Nacional por solicitud de la Fiscalía 52 Delegada ante los Jueces Penales del Circuito Especializados de Extinción del Derecho del Dominio de Pereira, dentro del radicado NUNC 110016099068201800004.  Por lo tanto, el 15 de enero de 2019, la accionante presentó ante la mencionada Fiscalía una solicitud de entrega de vehículo, la cual quedó radicada bajo el No.20193180005412, sin que hasta el momento se hubiera fijado fecha para la audiencia para tal efecto o hubiera recibido respuesta al respecto, lo que le ha generado inconvenientes como quiera que con el rodante aludido es que realizaba todas las diligencias personales, familiares y laborales, ya que se ha visto en la obligación de tener que pagar transporte público, lo que ha  menoscabado su economía, hecho que considera injusto,  pues con el ánimo de ahorrar gastos fue que adquirió el vehículo objeto de esta acción.

La accionante consideró vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso y tutela judicial efectiva en el entendido de cualquier persona puede acudir en situaciones de igualdad, ante los jueces y tribunales con el fin de solicitar la protección y restablecimiento de sus garantías.
Solicitó que se ordene a la Fiscalía accionada que, dentro de un plazo prudencial perentorio, en amparo a sus derechos fundamentales al debido proceso y tutela judicial efectiva, de trámite a la solicitud de entrega de vehículo radicada en ese despacho el 15 de enero de 2019 (Fls. 1-5). 
2.2. Allegó copia del derecho de petición, del contrato de compraventa y de los documentos de la motocicleta (Fl. 6-20).

2.3. Mediante auto del 10 junio de 2019, la Sala avocó el conocimiento de la presente acción de tutela y ordenó correr traslado de la misma a la autoridad demandada (Fl. 23).
3.   RESPUESA A LA DEMANDA DE TUTELA 

3.1. FISCALÍA 52 DELEGADA ANTE LOS JUECES PENALES DEL CIRCUITO ESPECIALIZADOS DE EXTINCIÓN DEL DERECHO DE DOMINIO 
Se refirió a los hechos expuestos en la acción de tutela para señalar que la accionante debe estarse a lo dispuesto en los Códigos Civil y Comercio y demás normas concordantes con el fin de probar la propiedad de la motocicleta de placa FPN-96D.  Además, que la actora debió realizar diligentemente el  traspaso ante la entidad de tránsito correspondiente y solicitar la entrega del vehículo en el momento procesal pertinente ante el juez de conocimiento.
Explicó que el vehículo reclamado aparece a nombre de la señora Idalia Quintero Cortés, quien se encuentra investigada bajo el radicado No. 110016099068201800004; razón por la cual, se inició el respectivo trámite de extinción del derecho de dominio.

Informó que respondió personalmente a la accionante su petición del 17 de enero de 2019, en el sentido de que debe probar la propiedad del rodante según lo establecido en las normas civiles y comerciales, y que la solicitud de entrega debe adelantarse conforme al procedimiento dispuesto en la Ley 1708 de 2014.

Consideró que existen otros medios jurídicos como el control de legalidad de las medidas cautelares según lo contemplado en el artículo 111 de la Ley 1708 de 2014. Además, señaló que no se pronunció de fondo frente a la solicitud de la actora, por cuanto ese es un debate propio de la etapa de juicio.  En tal virtud, no se ha vulnerado derecho fundamental alguno a la actora, toda vez que la acción de tutela no es procedente para tramitar el levantamiento de medidas cautelares y el hecho de que se haya precluido la investigación en la parte penal, no significa que hubieran desparecido los presupuestos jurídicos y probatorios para proseguir con la pretensión de extinción del derecho de dominio  en contra de los bienes de la parte actora (Fls. 29 y 30).
Adjuntó copia del historial del vehículo de placa FPN96D (Fl. 31).

4.  CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.  Así mismo, la Sala considera que se cumple con los requisitos de legitimación por la parte activa y pasiva conforme a los presupuestos legales de la norma referida.
4.2. Problema jurídico 
Corresponde a esta Sala determinar si la autoridad demandada vulneró algún derecho fundamental a la señora Lina María García Torijano conforme a lo expuesto en el escrito introductorio del derecho fundamental de petición, de manera tal que amerite la concesión o no del amparo.  

4.4. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.

4.6. Requisitos generales de la demanda de tutela, según la jurisprudencia de la Corte Constitucional
:
4.6.1. De la trascendencia iusfundamental del asunto 

 

“En cuanto a este presupuesto de procedibilidad, la Corte ha señalado que se cumple cuando se demuestra que el caso involucra algún debate jurídico que gira en torno al contenido, alcance y goce de cualquier derecho fundamental.” 

4.6.2. Subsidiariedad
 
La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.  “La subsidiariedad implica agotar previamente los medios de defensa legalmente disponibles al efecto, pues la acción de tutela no puede desplazar los mecanismos judiciales previstos en la regulación ordinaria.”
4.6.3.  Inmediatez
La jurisprudencia ha considerado que debe existir un término razonable, posterior a la ocurrencia de los hechos para que los ciudadanos recurran a la tutela como mecanismo para garantizar la protección inmediata de sus derechos fundamentales. 
4.7.  De acuerdo con lo acabado de relacionar, esta Sala encuentra que  el asunto puesto en conocimiento de la señora Lina María García Torijano es un debate jurídico que no se ajusta a lo establecido por la Corte Constitucional respecto de la exigencia de procedencia de la acción de tutela, toda vez que la entrega de la motocicleta de placa FPN-96D amerita un análisis detallado dentro del proceso de extinción del derecho de dominio que tramita la Fiscalía demandada de esta ciudad, pues como lo señaló la titular de ese despacho, el hecho de que se hubiera precluido la parte penal, no significa que hubiera desaparecido los presupuestos legales para continuar con la extinción del dominio del bien aludido. 
4.8.  Significa entonces que la accionante cuenta con otro mecanismo de defensa judicial para solicitar la devolución del bien que adquirió, el cual se encuentra en trámite de extinción de dominio.  De tal manera, que conforme a la jurisprudencia constitucional que se relacionó en los acápites anteriores, en principio la tutela no procede cuando existan otros medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como un recurso transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la urgencia de la situación y la necesidad del amparo constitucional, pues no es dable utilizar el amparo constitucional para evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley.  Al respecto, la Corte Constitucional en la Sentencia T-313 de 2005, indicó lo siguiente:
“(…) La acción de tutela es un mecanismo de protección de derechos fundamentales cuyas características y condiciones son definidas por la misma Carta Política. Dentro de estos requisitos se encuentran la subsidiariedad y la inmediatez. 

El primero está relacionado con la necesidad que en cada caso concreto se acredite que el afectado no cuenta con otro mecanismo de protección de sus derechos o que, en razón a la inminencia de un perjuicio irremediable, dicho instrumento pierde su idoneidad para garantizar la eficacia de los postulados constitucionales, caso en el cual la Carta prevé la procedencia excepcional y transitoria.
 

El fundamento constitucional de la subsidiariedad, bajo esta perspectiva, consiste en impedir que la acción de tutela, que tiene un campo restrictivo de aplicación, se convierta en un mecanismo principal de protección de los derechos fundamentales.  En efecto, la Constitución y la ley estipulan un dispositivo complejo de competencias y procesos judiciales que tienen como objetivo común garantizar el ejercicio pleno de los derechos constitucionales, en consonancia con el cumplimiento de los demás fines del Estado previstos en el artículo 2 Superior.  Por tanto, una comprensión ampliada de la acción de tutela, que desconozca el requisito de subsidiariedad, vacía el contenido de las mencionadas competencias y, en consecuencia, es contraria a las disposiciones de la Carta Política que regulan los instrumentos de protección de los derechos dispuestos al interior de cada una de las jurisdicciones. ”

4.9. Por lo tanto, la actora tiene a su disposición otro medio de defensa idóneo para hacer valer sus garantías constitucionales que impide la intervención del juez de tutela, según lo previsto en el  numeral 1° del artículo 6°, del Decreto 2591 de 1991 y en este asunto en particular el amparo invocado no procede como mecanismo transitorio, no sólo porque la actora no lo  invocó, sino porque dentro de la foliatura no se encuentran elementos materiales probatorios que permitan inferir la proximidad de un daño grave e irreparable a los derechos fundamentales de la accionante.
Los precedentes razonamientos llevan a esta Sala a concluir que el amparo constitucional demandado es improcedente.

4.10.  Ahora bien, en lo que respecta al derecho de petición presentado por la señora García Torijano en la Fiscalía accionada el pasado 15 de enero, el cual quedó con radicado  No. 20193180005412 y por medio del cual solicitó la entrega del vehículo motocicleta con placa FPN-96D, la que había comprado de buena fe y que por problemas económicos no había hecho el traspaso a su nombre (Fl. 6), esta Sala considera que aun cuando la Delegada de la Fiscalía demandada informó que personalmente le contestó a la accionante sobre las inquietudes plasmadas en tal escrito, debe tenerse en cuenta que para garantizar la materialización del derecho fundamental de petición, la autoridad encargada de dar respuesta debe acreditar que la respuesta emitida se dio oportunamente, que fue emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico, que lo resuelto fue de fondo, es decir, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. 

4.11. Al respecto, en la Sentencia T-142 de 2012
 la Corte Constitucional reiteró lo establecido por esa misma Corporación en la Sentencia T-377 de 2000, con respecto al derecho de petición y dijo lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.
h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.

En consecuencia, ha entendido la jurisprudencia de la Corte que, se vulnera el derecho fundamental de petición al omitir dar resolución pronta y oportuna de la cuestión. Esto ocurre cuando se presenta una de dos circunstancias: “(i) que al accionante no se le permita presentar petición, o (ii) que exista presentación de una solicitud por parte del accionante. En este sentido, la vulneración del derecho de petición se presentará o bien por la negativa de un agente de recibir la respectiva petición o frustrar su presentación – circunstancia (i)-; o bien que habiendo presentado una petición respetuosa no ha obtenido respuesta, o que la solicitud presentada no fue atendida debidamente –circunstancia (ii).”

En lo que tiene que ver con la segunda circunstancia, referente a la falta de respuesta por parte de la entidad, la jurisprudencia constitucional, ha establecido que el derecho de petición supone un resultado, que se manifiesta en la obtención de la pronta resolución de la petición. Sin embargo, se debe aclarar que , el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa.”  (Subrayas propias)
4.12.   En el caso sub examine, encuentra esta Corporación que frente a  la solicitud de la actora, la Delegada de la Fiscalía demandada no probó haber comunicado a la señora García Torijano la réplica a su requerimiento del 15 de enero de 2019, ni obra en la foliatura constancia alguna expedida por dicha funcionaria tendiente a demostrar en qué fecha y en qué condiciones fue formulada la respuesta brindada a la actora. De tal manera; que con fundamento en el principio de la buena fe que le asiste a los particulares en sus declaraciones, este Tribunal tendrá como ciertas las manifestaciones plasmadas en el escrito introductorio de la acción de tutela en cuanto a que la actora no ha recibido contestación alguna a la petición antes referida, lo que vulnera su derecho fundamental de petición, el cual habrá de ampararse. 

4.13. Lo anterior, con fundamento en el precedente jurisprudencial constitucional que de manera reiterada ha indicado que el derecho de petición consagra de un lado la facultad de presentar solicitudes respetuosas a las entidades públicas y privadas. Y de otro lado, el derecho a obtener respuesta oportuna, clara, completa y de fondo al asunto solicitado. 
4.14.  Consecuente con lo concluido, se ordenará a la Fiscal 52 Delegada ante los Jueces Penales del Circuito Especializados de Extinción del Derecho de Dominio de esta capital,  que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación del presente fallo, conteste a la señora Lina María García Torijano de manera clara, de fondo y congruente a lo solicitado en su petición con fecha del 15 de enero de 2019, radicada con el No. 20193180005412.
4.15. De todos modos, se le advierte a la señora Lina María García Torijano que la respuesta que emita la Fiscalía accionada, puede ser o no  favorable a sus intereses, tal como lo ha resaltado la jurisprudencia de la Corte Constitucional
 cuando dijo respecto a la contestación del derecho de petición, que: “la respuesta de la autoridad debe incluir un análisis profundo y detallado de los supuestos fácticos y normativos que rigen el tema, así, se requiere “una contestación plena que asegure que el derecho de petición se ha respetado y que el particular ha obtenido la correspondiente respuesta, sin importar que la misma sea favorable o no a sus intereses”. (Subrayas propias)
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley.

RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la acción de tutela instaurada por la señora Lina María García Torijano para ordenar a la Fiscal 52 Delegada ante los Jueces Penales del Circuito Especializados de Extinción del Derecho de Pereira que haga entrega de la motocicleta de placa FPN-96D, por las razones esbozadas en la parte considerativa.
SEGUNDO: TUTELAR el derecho fundamental de petición la señora Lina María García Torijano.
TERCERO: ORDENAR a la Fiscal 52 Delegada ante los Jueces Penales del Circuito Especializados de Extinción del Derecho de Dominio de esta capital,  que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación del presente fallo, conteste a la señora Lina María García Torijano de manera clara, de fondo y congruente a lo solicitado en su petición con fecha del 15 de enero de 2019, radicada con el No. 20193180005412.
CUARTO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se dispone el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

� Sentencia T-409 de 2008 


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


� Sentencia T-010 de 2017


� En relación con la subsidiariedad de la acción de tutela pueden consultarse, entre otras, las sentencias T-297/97, M.P. Antonio Barrera Carbonell, T-449/98, M.P. Alfredo Beltrán Sierra y T-300/04, M.P. Eduardo Montealegre Lynett. 


� M.P. Dr. Alejandro Martínez Caballero 





�  Sentencia T-369 de 2013
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